
1. El texto legal. Sus objetivos

El 30 de octubre de 2002 fue sancio-
nada la ley 25.673, que crea el P r o -
grama Nacional de Salud Sexual y
Procreación Responsable.

Si bien restringida, en principio, al
ámbito del Ministerio de Salud de la
Nación, sus alcances pueden pro-
yectarse sobre las provincias y Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, en
la medida en que se suscriban con-
venios para organizar el programa
en dichas respectivas jurisdicciones
( a rt. 11).
Sus objetivos, por definición, son tui-

tivos de la salud sexual y de la pro-
creación responsable (salud repro -
d u c t i v a) y –conforme se induce de su
texto- exponen una finalidad espe-
cialmente preventiva (art. 2 decreto
reglamentario 1282/03), al apuntar
a disminuír la morbimortalidad ma-
t e rno-infantil,  evitar embarazos no
deseados, prevenir enfermedades de
transmisión sexual y patologías geni-
tales y mamarias, entre otros (art. 2
de la ley).

En tal sentido, el programa busca
asegurar a toda la población, “sin
discriminación alguna” (art.3 de la
ley),  el acceso a información y con-
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sejería en materia de sexualidad y
c o m p o rtamiento reproductivo (consi-
derandos del decreto reglamentario
1282/03). También, detectar con-
ductas de riesgo, potenciar la efecti-
va participación de la mujer en la
adopción de decisiones vinculadas a
su salud sexual y procreación (en es-
pecial, en la libre elección de méto-
dos anticonceptivos), y promover,
adicionalmente, la salud sexual de
los adolescentes (art. 2 de la ley).

Sin perjuicio de ello, los fines aspira-
dos de la ley no se agotan en los as-
pectos preventivos, sino que, com-
plementariamente, trascienden al
diagnóstico y tratamiento de las in-
fecciones de transmisión sexual (in-
cluyendo el HIV/SIDA) y patología
genital y mamaria (art. 6 ley 25.673
y considerandos del dec. 1282/02),
y al monitoreo y evaluación de los
métodos y elementos anticonceptivos
entregados (art. 2 decreto citado). 

2. Mecanismos de implementación
del programa. La salud
reproductiva como bien
jurídico tutelable

Con la idea de lograr una implemen-
tación amplia y eficaz del programa,
la ley refuerza la calidad y cobert u-
ra de los servicios de salud, inclu-
yendo en el PMO (Programa Médico
Obligatorio) y en los nomencladores
f a rmacológico y de prácticas médi-
cas, las prestaciones que hacen a la
salud reproduciva, entre ellas: con-

trol, diagnóstico, tratamiento y reha-
bilitación de enfermedades de trans-
misión sexual, SIDA y cáncer genital
y mamario; prescripción, suministro
y control de métodos anticonceptivos
( a rt. 6 de la ley).
De este modo, se pretende –así se lo
señala expresamente en los conside-
randos del decreto reglamentario-
concretar medidas de acción que ga -
ranticen el efectivo goce del derecho
a la salud reproductiva, prerrogativa
ya consagrada en los Tratados Inter-
nacionales, cuyo contenido, con je-
r a rquía constitucional, ha quedado
incorporado en nuestro ordenamien-
to positivo.

En efecto, si bien en nuestra Consti-
tución Nacional el derecho a la sa -
l u d no se encuentra abordado en
f o rma específica (sino que se  induce
de dispositivos que atañen a la pro-
tección del medio ambiente –art. 41-
, a la de los consumidores y usuarios
– a rt. 42- o a las políticas relaciona-
das con el desarrollo humano –art .
75 incs. 19 y 23), el mismo encuen-
tra reconocimiento y amparo, como
derecho humano fundamental, en la
Declaración Universal de Derechos
Humanos de la ONU de 1948 (art s .
3 y 8); en el Pacto Internacional so-
bre Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (art. 12, numerales 1 y 2,
ap. d); en la Convención Americana
sobre Derechos Humanos –Pacto de
San José de Costa Rica- (arts. 4 ap.
1; 5 ap. 1 y 26), Convención sobre
los Derechos el Niño (art. 24 inc. 2
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ap. e) y la Convención sobre la Eli-
minación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer, entre
o t r o s .

Desde esta perspectiva, la ley
–adoptando la conceptualización de
la OMS (año 1958)- aprehende a la
salud como “el completo bienestar fí-
sico, mental y social y no sólo de au-
sencia de enfermedades o afeccio-
nes”, incluyendo en la especie a la
salud reproductiva, en tanto extiende
la noción a los “aspectos relaciona-
dos con el sistema reproductivo, sus
funciones y procesos” (consideran-
dos del decreto 1282 citado).

De consuno, emplaza a la salud (y a
su variante reproductiva) como b i e n
jurídico tutelable a través de un con-
gruo derecho subjetivo.

De este modo, al superar el limitado
ámbito de la “ausencia de patolo-
gías” y posicionarlo en el “bienestar
global”, como definición totalizado-
ra, el dispositivo legal ubica a la sa-
lud dentro del más amplio concepto
de dignidad humana, en el marco
universal de los derechos básicos del
h o m b r e .

3. Destinatarios del programa.
La procreación responsable

Resulta evidente que más allá de sus
objetivos sanitarios globales –que,
según hemos visto, no se ciñen exclu-
sivamente a la cuestión reproductiva

y que están dirigidos a la población
en general (art. 2 de la ley), la “pro-
creación responsable” ocupa un es-
pacio central en las directivas del
programa, poniendo en evidencia
que está destinado, principalmente,
a los “estratos más vulnerables de la
sociedad”  que “ignoran la forma de
utilización de métodos anticoncepti-
vos eficaces y adecuados, o que se
encuentran imposibilitados económi-
camente de acceder” a los mismos
(decreto reglamentario, consideran-
dos), incluyendo en ellos a los ado-
lescentes, cuya salud sexual constitu-
ye especial preocupación de la ley
( a rt. 2 citado).

En efecto, objetivos expresamente
contemplados en el programa, como
el asesoramiento, prescripción y su-
ministro de métodos anticonceptivos,
apuntan especialmente a posibilitar
a estos vastos sectores de la pobla-
ción el ejercicio del derecho a la pla -
nificación familiar (que el decreto
1282 define como “un modo de pen-
sar y vivir adoptado voluntariamente
por individuos y parejas, que se ba-
sa en conocimientos, actitudes y de-
cisiones tomadas con sentido de res-
ponsabilidad”), alentando un c o m -
p o rtamiento reproductivo responsa -
b l e para, de ese modo, evitar las
consecuencias sociales disvaliosas
de embarazos no deseados y de ul-
teriores prácticas abortivas (art. 2
ley 25.673 y considerandos del de-
creto reglamentario).
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Ello así, la ley –que recorrió un ar-
duo camino hasta su sanción, dado
que el proyecto había despertado el
temor y la duda pública de que su
implementación importara algún tipo
de incitación compulsiva sobre las
madres futuras o una indebida inter-
ferencia del Estado en cuestiones al-
tamente vinculadas con la libert a d
individual, como la conducta sexual
de los adolescentes- aparece, sin
embargo, como un instrumento a d e -
cuado a la realidad social argentina,
con objetivos delimitados que no pa-
recen exorbitar los aspectos ligados
a la salud sexual y la procreación
responsable, especialmente de gran-
des sectores de la población, hasta
hoy invariablemente excluídos de to-
da posibilidad de acceder a conoci-
mientos y servicios vinculados con su
salud reproductiva.

4. Métodos y elementos
anticonceptivos. Deber de
i n f o rmación. Alcances

Dentro de sus fines expresos, según
lo que llevamos dicho, figura la pres-
cripción y suministro de métodos y
elementos anticonceptivos a deman-
da de los beneficiarios y sobre la ba-
se de estudios e información previa
sobre las ventajas y desventajas de
los métodos naturales y aquéllos
aprobados por la Administración
Nacional de Medicamentos, Alimen-
tos y Tecnología (ANMAT), los que
“deberán ser de carácter reversible,
no abortivos y transitorios”, debien-

do respetarse el criterio o convicción
del destinatario, “salvo contraindica-
ción médica específica” (art. 6 inc.
b. de la ley).

Esta cuestión merece algunas refle-
xiones adicionales, entre otras:

1) se destaca el derecho a la infor -
m a c i ó n de los beneficiarios del pro-
grama, como paso preliminar inelu-
dible para la toma de decisiones en
materia de métodos de anticoncep-
ción, con lo cual se garantiza la li-
b e rtad individual en la elección. El
decreto reglamentario pone especial
énfasis en este aspecto, al exigir la
previa información sobre las carac-
terísticas, riesgos y eventuales conse-
cuencias del método o elemento an-
ticonceptivo prescripto (art. 6º).
Entendemos que la información a su-
ministrar (al estar dirigida especial-
mente a sectores socialmente vulne-
rables y con escaso conocimiento so-
bre esta metodología) deberá ser
sencilla y adaptada al nivel cultural
del requirente, pero completa, a fin
de evitar las consecuencias disvalio-
sas que pueden seguirse de decisio-
nes adoptadas sin contar con ele-
mentos básicos de juicio.

2) para evitar o paliar las censuras
de índole confesional, la ley hace
hincapié en la necesidad de respetar
las “convicciones y creencias” del su-
jeto en orden a los métodos anticon-
ceptivos a adoptar, de allí la reitera-
da referencia a los “métodos natura-
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les”, esto es, aquéllos “vinculados
con la abstinencia” y a la necesidad
de informarlos especialmente (art. 6
del decreto 1282).-Esta exigencia
adicional, si bien no resulta repro-
chable (antes bien, deviene respe-
tuosa de los derechos de conciencia
o religiosos, que también hacen a la
l i b e rtad individual), deberá equili-
brarse con la información, también
“especial” y completa,  de los méto-
dos restantes que gocen de las ca-
racterísticas no abortivas, transito-
rias y reversibles exigidas por la ley,
a fin de que el sujeto pueda tomar
una decisión libre y no inspirada ex-
clusivamente en motivos confesiona-
l e s .

3) desde esta misma perspectiva,
también aparece como razonable la
posibilidad otorgada a las institucio-
nes educativas y sanitarias de excep-
tuarse de la prescripción y suministro
de métodos y elementos anticoncep-
tivos, con previa fundamentación en
sus convicciones confesionales (art s .
9 y 10 de la ley y  del decreto regla-
mentario). Ello, claro está, sin perjui-
cio de su o b l i g a c i ó n ( e n t e n d e m o s
que debe interpretarse como d e b e r y
no como f a c u l t a d, como parece su-
gerir el texto legal)  de derivar a la
población asistida a otros centros
asistenciales (art. 10 del decreto) a
tal efecto, dado que, de otro modo,
se estaría violentando el derecho a
la información “completa” vinculada
a la salud sexual y comport a m i e n t o
reproductivo, pilares básicos de la

ley (art. 2 de la ley y considerandos
del decreto).

Por su parte, la exigencia legal de
que los métodos anticonceptivos a
implementarse devengan reversi-
bles, no abortivos y transitorios, re-
sulta acorde con la preceptiva vi-
gente (v. gr. Arts. 85, 86, 88, 91 y
cc. del Cód. Penal, art. 20 inc. 18
l e y 17.132, etc.).

En tal sentido –y sin perjuicio de que
tales calidades deberán ser evalua-
das por la Administración Nacional
de Medicamentos, Alimentos y Te c-
nología, por propia indicación de la
ley- debe propiciarse un análisis n e -
tamente científico a la hora de asig-
narlas, desprendido de toda conno-
tación o controversia religiosa o filo-
sófico-política. Estos últimos aspectos
–según se viera- se encuentran ga-
rantizados por el irrestricto respeto a
la convicción del destinatario y de-
ben, por tanto, mantenerse ajenos a
la hora de efectuar el estudio técni-
co del método o elemento a calificar.
Por ello, entendemos debería la AN-
M AT autorizar la práctica conocida
como “ligadura o ligazón tubaria bi-
lateral”, por reunir, en principio, los
recaudos exigidos por la ley y resul-
tar un método anticonceptivo de alta
e f i c a c i a .

En efecto, se trata de una práctica
notoriamente no abortiva y, además
reversible, dado que las trompas
pueden permeabilizarse espontá-
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neamente o mediante técnica quirúr-
gica o microquirúrgica (anastomosis
t u b o t u b a r i a ) .

Proponemos, en suma, que dicha
práctica no se lleve a cabo única-
mente cuando medie estado de nece -
s i d a d (esto es, cuando exista riesgo
futuro de vida o de grave daño a la
salud de la madre)  o indicación te -
rapéutica perfectamente determ i n a -
da previo agotar todo tipo de recur -
so conserv a d o r (inc. 18 art. 20 ley
17.132) sino que  integre el elenco
de métodos que, por sus cualidades,
deban ser siempre i n f o rmados y -en
caso de ser libremente elegidos y re-
queridos por la interesada, en ejerci-
cio de su derecho personalísimo en
orden a la procreación responsable-
aplicados, previa completa inform a-
ción acerca de sus ventajas y des-
ventajas, salvo contraindicación mé-
dica específica (arts. 6 inc. b. ley
2 5 . 6 7 3 ) .

5. Consideraciones finales

En base a lo expuesto, consideramos
que los propósitos de la ley son irre-
prochables y evidencian una induda-
ble comprensión de la realidad so-
cial cotidiana, la que aspira modifi-
car semánticamente en una realidad
j u r í d i c a .

Por ende, tratándose de una norm a
que concierne al derecho a la salud
moral y orgánica de los individuos,
su interpretación, valoración y apli-

cación deben ser el resultado de un
proceder coherente con tales objeti-
vos y basado en nuestra realidad so-
cial, dentro del marco de los princi-
pios bioéticos universales y las nor-
mas superiores que conforman los
pactos incorporados a nuestro dere-
cho positivo.

Por ello, sugerimos que la ley, en ca-
so de conflicto, sea intepretada con
un sentido laxo, acorde con sus fines
y sin perder de vista que en las cues-
tiones que tocan a la salud moral y
orgánica, en especial a la sexuali-
dad y a la procreación, los desafíos
de la realidad son siempre inabarca-
bles en su inmensa variedad de ma-
tices y no pueden quedar reducidos
a fórmulas teóricas, genéricas, abso-
lutas, definitivas o ignorantes de los
continuos avances científicos en la
m a t e r i a .

También será conveniente tener en
cuenta que cualquier criterio que
pueda servir de orientación a la ho-
ra de resolver los problemas ético-ju-
rídicos que plantea la interv e n c i ó n
humana tendiente a impedir la trans-
misión de la vida, tenga como epi-
centro el irrestricto respeto a la deci-
sión personal. Ello permitirá que, a
p a rtir de la sanción de la ley, la ne-
cesaria actividad del Estado en esta
cuestión, se vuelque esencialmente a
t o rnar operativos los propósitos de
la ley (educar, asesorar, inform a r,
prevenir enfermedades y embarazos
no deseados, etc.), sin dañar a sus
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destinatarios en su dignidad ni ava-
sallar ningún derecho personalísimo
asentado en la libertad sexual, de
procreación o de planificación fami-
l i a r.

6. C o n c l u s i o n e s

a) Los objetivos de la ley 25.673 son
tuitivos de la salud sexual y de la
procreación responsable (salud re -
p r o d u c t i v a) y exponen una finalidad
especialmente preventiva, al apuntar
a disminuír la morbimortalidad ma-
t e rno-infantil,  evitar embarazos no
deseados, prevenir enfermedades de
transmisión sexual y patologías geni-
tales y mamarias, entre otros.

b) Sin perjuicio de ello, los fines as-
pirados por la ley no se agotan en
los aspectos preventivos, sino que,
complementariamente, trascienden
al diagnóstico y tratamiento de las
infecciones de transmisión sexual y
patología genital y mamaria, y al
monitoreo y evaluación de los méto-
dos y elementos anticonceptivos en-
tregados a los interesados.

c) Para ello, la ley aprehende un
concepto de salud superador del li-
mitado ámbito de la ausencia de pa -
t o l o g í a s, ubicándolo dentro del más
amplio concepto de dignidad huma -
n a, en el marco universal de los de-
rechos básicos del hombre.

d) Con la idea de lograr una imple-
mentación amplia y eficaz del pro-

grama y concretar medidas de ac-
ción que garanticen el efectivo goce
del derecho tutelado, la ley refuerza
la calidad y cobertura de los serv i-
cios de salud, incluyendo en el PMO
(Programa Médico Obligatorio) y
en los nomencladores farm a c o l ó g i-
co y de prácticas médicas, las pres-
taciones que hacen a la salud re-
p r o d u c t i v a.

e) Más allá de sus objetivos sanita-
rios globales –que no se ciñen exclu-
sivamente a la cuestión reproductiva
y que están dirigidos a la población
en general-, la procreación respon -
s a b l e ocupa un espacio central en
las directivas del programa, ponien-
do en evidencia que está destinado,
principalmente, a los estratos más
vulnerables de la sociedad, que ig-
noran la forma de utilización de mé-
todos anticonceptivos eficaces y ade-
cuados, o que se encuentran imposi-
bilitados económicamente de acce-
der a los mismos.

f) En cuanto a la prescripción y sumi-
nistro de métodos y elementos anti-
conceptivos, el programa especifica
que lo será a demanda de los bene-
ficiarios y sobre la base de estudios
e información previa sobre las venta-
jas y desventajas de los métodos na-
turales y aquéllos aprobados por la
Administración Nacional de Medica-
mentos, Alimentos y Tecnología (AN-
M AT), debiendo ser de carácter re-
versible, no abortivos y transitorios,
respetándose el criterio o convicción

96

R e v i s t a
JURIDICA

DERECHO PRIVADO



del destinatario, salvo contraindica-
ción médica específica.

g) Ello implica destacar el derecho a
la inform a c i ó n de sus beneficiarios,
como paso preliminar ineludible pa-
ra la toma de decisiones vinculadas
a este aspecto, con lo cual se garan-
tiza la libertad individual en la elec-
c i ó n .

h) Si bien no resulta reprochable la
exigencia legal de respetar las con-
vicciones y creencias del sujeto en
orden a los métodos anticonceptivos
a adoptar y, por ende, informar e s -
pecialmente sobre los métodos natu-
rales, vinculados con la abstinencia,
la misma debe equilibrarse con la in-
f o rmación, también especial y com-
pleta,  de los métodos restantes que
gocen de las características no abor-
tivas, transitorias y reversibles exigi-
das por la ley, a fin de que el sujeto
pueda tomar una decisión libre y no
inspirada exclusivamente en motivos
c o n f e s i o n a l e s .

i) Del mismo modo, si bien resulta
razonable la posibilidad otorgada a
las instituciones educativas y sanita-
rias de exceptuarse de la prescrip-
ción y suministro de métodos y ele-
mentos anticonceptivos, con previa
fundamentación en sus convicciones
confesionales, ello deberá serlo sin
perjuicio de su o b l i g a c i ó n de derivar
a la población asistida a otros cen-
tros asistenciales a tal efecto, dado
que, de otro modo, se estaría violen-

tando el derecho a la inform a c i ó n
c o m p l e t a vinculada a la salud sexual
y comportamiento reproductivo, pi-
lares básicos de la ley.

j) La exigencia legal de que los mé-
todos anticonceptivos a implemen-
tarse devengan reversibles, no abor-
tivos y transitorios, resulta acorde
con la preceptiva vigente.

k) Debe propiciarse un análisis n e t a -
mente científico a la hora de asignar
dichas calidades,  desprendido de
toda connotación o controversia reli-
giosa o filosófico-política, dado que
estos últimos aspectos se encuen-
tran garanizados por el irrestricto
respeto a la convicción del destina-
t a r i o .

i) Debería autorizarse la práctica co-
nocida como “ligadura o ligazón tu-
baria bilateral”, por reunir, en prin-
cipio, los recaudos exigidos por la
ley y resultar un método anticoncep-
tivo de alta eficacia.

j) Tratándose de una norma que con-
c i e rne al derecho a la salud moral y
orgánica de los individuos, la  inter-
pretación, valoración y aplicación
de la ley deben ser el resultado de un
proceder coherente con tales objeti-
vos y basado en nuestra realidad so-
cial, dentro del marco de los princi-
pios bioéticos universales y las nor-
mas superiores que conforman los
pactos incorporados a nuestro dere-
cho positivo.
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k) Por ello, en caso de conflicto, la
ley debe interpretarse con un sentido
laxo, acorde con sus fines y sin per-
der de vista que en las cuestiones
que tocan a la salud moral y orgáni-
ca, en especial a la sexualidad y a la
procreación, los desafíos de la reali-
dad son siempre inabarcables en su
inmensa variedad de matices.

l) Cualquier criterio que pueda serv i r
de orientación a la hora de resolver
los problemas ético-jurídicos que
plantea la intervención humana ten-
diente a impedir la transmisión de la
vida, debe tener como epicentro el
irrestricto respeto a la decisión per-
s o n a l . -
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j e t i v o s .

Sancionada: Octubre 30 de 2002.
Promulgada de Hecho: Noviembre
21 de 2002.
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Publicación en el B.O.: 22/11/2002
El Senado y Cámara de Diputados
de la Nación Argentina reunidos en
Congreso, etc. sancionan con fuerza
de Ley:

A rtículo 1° - Créase el Programa
Nacional de Salud Sexual y Procrea-
ción Responsable en el ámbito del
Ministerio de Salud.

A rtículo 2° - Serán objetivos de este
p r o g r a m a :
a) Alcanzar para la población el ni-
vel más elevado de salud sexual y
procreación responsable con el fin
de que pueda adoptar decisiones li-
bres de discriminación, coacciones o
v i o l e n c i a ;

b) Disminuir la morbimortalidad ma-
t e rn o - i n f a n t i l ;

c) Prevenir embarazos no deseados;

d) Promover la salud sexual de los
a d o l e s c e n t e s ;

e) Contribuir a la prevención y de-
tección precoz de enfermedades de
transmisión sexual, de vih/sida y pa-
tologías genital y mamarias;

f) Garantizar a toda la población el
acceso a la información, orienta-
ción, métodos y prestaciones de ser-
vicios referidos a la salud sexual y
procreación responsable;

g) Potenciar la participación femeni-

na en la toma de decisiones relativas
a su salud sexual y procreación res-
p o n s a b l e .

A rtículo 3° -El programa está desti-
nado a la población en general, sin
discriminación alguna.

A rtículo 4° - La presente ley se inscri-
be en el marco del ejercicio de los
derechos y obligaciones que hacen a
la patria potestad. En todos los casos
se considerará primordial la satis-
facción del interés superior del niño
en el pleno goce de sus derechos y
garantías consagrados en la Con-
vención Internacional de los Dere-
chos del Niño (Ley 23.849).

A rtículo 5° - El Ministerio de Salud
en coordinación con los Ministerios
de Educación y de Desarrollo Social
y Medio Ambiente tendrán a su car-
go la capacitación de educadores,
trabajadores sociales y demás ope-
radores comunitarios a fin de form a r
agentes aptos para:

a) Mejorar la satisfacción de la de-
manda por parte de los efectores y
agentes de salud;

b) Contribuir a la capacitación, per-
feccionamiento y actualización de
conocimientos básicos, vinculados a
la salud sexual y a la procreación
responsable en la comunidad educa-
t i v a ;

c) Promover en la comunidad espa-
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cios de reflexión y acción para la
aprehensión de conocimientos bási-
cos vinculados a este programa;

d) Detectar adecuadamente las con-
ductas de riesgo y brindar conten-
ción a los grupos de riesgo, para lo
cual se buscará fortalecer y mejorar
los recursos barriales y comunitarios
a fin de educar, asesorar y cubrir to-
dos los niveles de prevención de en-
f e rmedades de transmisión sexual,
vih/sida y cáncer genital y mamario.

A rtículo 6° - La transformación del
modelo de atención se implementará
reforzando la calidad y cobertura de
los servicios de salud para dar res-
puestas eficaces sobre salud sexual y
procreación responsable. A dichos
fines se deberá:

a) Establecer un adecuado sistema
de control de salud para la detección
temprana de las enfermedades de
transmisión sexual, vih/sida y cán-
cer genital y mamario. Realizar
diagnóstico, tratamiento y rehabilita-
c i ó n ;

b) A demanda de los beneficiarios y
sobre la base de estudios previos,
prescribir y suministrar los métodos y
elementos anticonceptivos que debe-
rán ser de carácter reversible, no
a b o rtivos y transitorios, respetando
los criterios o convicciones de los
destinatarios, salvo contraindicación
médica específica y previa inform a-
ción brindada sobre las ventajas y

desventajas de los métodos naturales
y aquellos aprobados por la AN-
M AT;

c) Efectuar controles periódicos pos-
teriores a la utilización del método
e l e g i d o .

A rtículo 7° - Las prestaciones men-
cionadas en el artículo anterior se-
rán incluidas en el Programa Médico
Obligatorio (PMO), en el nomencla-
dor nacional de prácticas médicas y
en el nomenclador farm a c o l ó g i c o .

Los servicios de salud del sistema pú-
blico, de la seguridad social de sa-
lud y de los sistemas privados las in-
corporarán a sus coberturas, en
igualdad de condiciones con sus
otras prestaciones.

A rtículo 8° - Se deberá realizar la
difusión periódica del presente pro-
g r a m a .

A rtículo 9° - Las instituciones educa-
tivas públicas de gestión privada
confesionales o no, darán cumpli-
miento a la presente norma en el
marco de sus convicciones.

A rtículo 10. - Las instituciones priva-
das de carácter confesional que
brinden por sí o por terceros serv i-
cios de salud, podrán con funda-
mento en sus convicciones, excep-
tuarse del cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 6°, inciso b), de
la presente ley.
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A rtículo 11. - La autoridad de apli-
cación deberá:

a) Realizar la implementación, segui-
miento y evaluación del programa;
b) Suscribir convenios con las pro-
vincias y con la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires, para que cada una
organice el programa en sus respec-
tivas jurisdicciones para lo cual per-
cibirán las partidas del Tesoro nacio-
nal previstas en el presupuesto. El no
cumplimiento del mismo cancelará
las transferencias acordadas. En el
marco del Consejo Federal de Salud,
se establecerán las alícuotas que co-
rrespondan a cada provincia y a la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

A rtículo  12. - El gasto que demande
el cumplimiento del programa para
el sector público se imputará a la ju-
risdicción 80 - Ministerio de Salud,
Programa Nacional de Salud Sexual
y Procreación Responsable, del Pre-
supuesto General de la Administra-
ción Nacional.

A rtículo 13. - Se invita a las provin-
cias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a adherir a las disposi-
ciones de la presente ley.
A rtículo 14. - Comuníquese al Poder
E j e c u t i v o .
Fdo.: Eduardo Camaño. - Juan C.
Maqueda. - Eduardo Rollano. - Juan
C. Oyarzún.- 

Dec. 1282/2003 - Salud Pública.
Reglaméntase la Ley Nº 25673 

Bs. As., 23/5/2003
Publicación en el B.O.: 26/05/2003
Visto el Expediente Nº 2002-
4994/03-7 del registro del  Ministe-
rio de Salud y la Ley Nº 25.673 so-
bre Salud Sexual y Procreación Res-
ponsable, y

C o n s i d e r a n d o :

Que dicha norma legal crea el Pro-
grama Nacional de Salud Sexual y
Procreación Responsable en el ámbi-
to del Ministerio de Salud.

Que la Ley Nº 25673 importa el
cumplimiento de los derechos consa-
grados en Tratados Intern a c i o n a l e s ,
con rango constitucional, reconocido
por la reforma de la Carta Magna
de 1994, como la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos; el Pac-
to Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales; la Con-
vención sobre la Eliminación de to-
das las Formas de Discriminación
Contra la Mujer; y la Convención In-
t e rnacional sobre los Derechos del
Niño, entre otros.-

Que el artículo 75, inc. 23) de nues-
tra Constitución Nacional, señala la
necesidad de promover e implemen-
tar medidas de acción positiva a fin
de garantizar el pleno goce y ejerci-
cio de los derechos y libertades fun-
damentales reconocidos por la mis-
ma y los Tratados Internacionales de
Derechos Humanos, antes menciona-
d o s .
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Que la Organización Mundial de la
Salud (OMS) define el derecho a la
planificación familiar como “un mo-
do de pensar y vivir adoptado volun-
tariamente por individuos y parejas,
que se basa en conocimientos, acti-
tudes y decisiones tomadas con sen-
tido de responsabilidad, con el obje-
to de promover la salud y el bienes-
tar de la familia y contribuir así en
f o rma eficaz al desarrollo del país.”

Que lo expuesto precedentemente
implica el derecho de todas las per-
sonas a tener fácil acceso a la infor-
mación, educación y servicios vincu-
lados a su salud y comport a m i e n t o
r e p r o d u c t i v o . -
Que la salud reproductiva es un es-
tado general de bienestar físico,
mental y social, y no de mera ausen-
cia de enfermedades o dolencias, en
todos los aspectos relacionados con
el sistema reproductivo, sus funcio-
nes y procesos.

Que estadísticamente se ha demos-
trado que, entre otros, en los estratos
más vulnerables de la sociedad, cier-
tos grupos de mujeres y varones, ig-
noran la forma de utilización de los
métodos anticonceptivos más efica-
ces y adecuados, mientras que otros
se encuentran imposibilitados econó-
micamente de acceder a ellos.

Que en consecuencia, es necesario
ofrecer a toda la población el acce-
so a: la información y consejería en
materia de sexualidad y el uso de

métodos anticonceptivos, la preven-
ción, diagnóstico y tratamiento de
las infecciones de transmisión sexual
incluyendo el HIV/SIDA y patología
genital y mamaria; así como también
la prevención del abort o .

Que la ley que por el presente se re-
glamenta no importa sustituir a los
padres en el asesoramiento y en la
educación sexual de sus hijos meno-
res de edad sino todo lo contrario, el
propósito es el de orientar y sugerir
acompañando a los progenitores en
el ejercicio de la patria potestad,
procurando respetar y crear un am-
biente de confianza y empatía en las
consultas médicas cuando ello fuera
p o s i b l e .

Que nuestro ordenamiento jurídico,
principalmente a partir de la refor-
ma Constitucional del año 1994, in-
corporó a través del Art. 75, inc.) 22
la Convención Internacional Sobre
Los Derechos Del Niño, y con esa
orientación, esta ley persigue brin-
dar a la población el nivel más ele-
vado de salud sexual y procreación
responsable, siendo aspectos sobre
los que, de ninguna manera, nues-
tros adolescentes pueden desconocer
y/ o permanecer ajenos.

Que, concretamente, la presente ley
reconoce a los padres, justamente, la
i m p o rtantísima misión paterna de
o r i e n t a r, sugerir y acompañar a sus
hijos en el conocimiento de aspectos,
e n f e rmedades de transmisión sexual,
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como ser el SIDA y/o patologías ge-
nitales y mamarias, entre otros, para
que en un marco de responsabilidad
y autonomía, valorando al menor
como sujeto de derecho, mujeres y
hombres estén en condiciones de ele-
gir su Plan de Vi d a .

Que la Ley Nº 25.673 y la presente
reglamentación se encuentran en un
todo de acuerdo con lo prescripto
por el artículo 921 del Código Civil,
que otorga discernimiento a los me-
nores de Catorce (14) años y esta es
la regla utilizada por los médicos
pediatras y generalistas en la aten-
ción médica.

Que en concordancia con la Conven-
ción Internacional Sobre Los Derechos
Del Niño, se entiende por interés supe-
rior del mismo, el ser beneficiarios, sin
excepción ni discriminación alguna,
del más alto nivel de salud y dentro de
ella de las políticas de prevención y
atención en la salud sexual y repro-
ductiva en consonancia con la evalua-
ción de sus facultades.

Que el temperamento propiciado
guarda coherencia con el adoptado
por prestigiosos profesionales y ser-
vicios especializados con amplia
experiencia en la materia, que en la
práctica asisten a los adolescentes,
sin perjuicio de favorecer fomentar
la participación de la familia, privi-
legiando el no desatenderlos.

Que en ese orden de ideas, las polí-

ticas sanitarias nacionales, están
orientadas a fortalecer la estrategia
de atención primaria de la salud, y a
garantizar a la población el acceso
a la información sobre los métodos
de anticoncepción autorizados, así
como el conocimiento de su uso efi-
caz, a efectos de su libre elección,
sin sufrir discriminación, coacciones
ni violencia, de conformidad con lo
establecido en los documentos de
Derechos Humanos y en ese contexto
a facilitar el acceso a dichos méto-
dos e insumos.

Que, en el marco de la form u l a c i ó n
p a rticipativa de normas, la presente
reglamentación ha sido consensuada
con amplios sectores de la población
de los ámbitos académicos y científi-
cos, así como de las organizaciones
de la sociedad civil comprometidas
con la temática, las jurisdicciones lo-
cales y acordado por el Comité de
Crisis del Sector Salud y su continua-
d o r, el Consejo Consultivo del Sector
S a l u d .

Que la Dirección General de Asun-
tos Jurídicos del Ministerio de Salud
ha tomado la intervención de su
c o m p e t e n c i a .

Que la presente medida se dicta de
c o n f o rmidad con las facultades
emergentes del artículo 99, inciso 2º)
de la Constitución NacionaL.

Por ello,
El Presidente de la Nación Argen-
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t ina, Decreta:

A rt. 1º - Apruébase la Reglamenta-
ción de la Ley Nº 25.673 que como
anexo I forma parte integrante del
presente Decreto.

A rt. 2º - La Reglamentación que se
aprueba por el artículo precedente
entrará en vigencia a partir del día
siguiente de su publicación en el Bo-
letín Oficial.
A rt. 3º - Facúltese al Ministerio de
Salud para dictar las normas com-
plementarias interpretativas y acla-
ratorias que fueren menester para la
aplicación de la Reglamentación que
se aprueba por el presente Decreto.

A rt. 4º - Comuníquese, publíquese,
dése a la Dirección Nacional de Re-
gistro Oficial y archívese.
Fdo.: Duhalde. - Alfredo N. Atana-
sof. - Ginés M. González García

Anexo I - Reglamentación de
la Ley Nº 25.673

A rtículo 1º- El Ministerio de Salud
será la autoridad de aplicación de la
Ley Nº 25.673 y de la presente re-
g l a m e n t a c i ó n .

A rtículo 2º.- A los fines de alcanzar
los objetivos descriptos en la Ley que
se reglamenta el Ministerio de Salud
deberá orientar y asesorar técnica-
mente a los Programas Provinciales
que adhieran al Programa Nacional,
quienes serán los principales respon-

sables de las actividades a desarro-
llar en cada jurisdicción. Dicho
acompañamiento y asesoría técnica
deberán centrarse en actividades de
i n f o rmación, orientación sobre méto-
dos y elementos anticonceptivos y la
entrega de éstos, así como el monito-
reo y la evaluación.

Asimismo, se deberán implementar
acciones tendientes a ampliar y per-
feccionar la red asistencial a fin de
mejorar la satisfacción de la deman-
da. La ejecución de las actividades
deberá realizarse con un enfoque
preventivo y de riesgo, a fin de dis-
minuir las complicaciones que alte-
ren el bienestar de los destinatarios
del Programa, en coordinación con
otras acciones de salud orientadas a
tutelar a sus beneficiarios y familias.

Las acciones deberán ser ejecutadas
desde una visión tanto individual co-
mo comunitaria.

A rt. 3º.- Sin reglamentar.

A rt. 4º.- A los efectos de la satisfac-
ción del interés superior del niño,
considéreselo al mismo beneficiario,
sin excepción ni discriminación algu-
na, del más alto nivel de salud y den-
tro de ella de las políticas de preven-
ción y atención en la salud sexual y
reproductiva en consonancia con la
evolución de sus facultades.

En las consultas se propiciará un cli-
ma de confianza y empatía, procu-
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rando la asistencia de un adulto de
referencia, en particular en los casos
de los adolescentes menores de Ca-
torce (14) años.

Las personas menores de edad ten-
drán derecho a recibir, a su pedido y
de acuerdo a su desarrollo, informa-
ción clara, completa y oportuna; man-
teniendo confidencialidad sobre la
misma y respetando su privacidad.

En todos los casos y cuando corres-
ponda, por indicación del profesio-
nal interviniente, se prescribirán pre-
ferentemente métodos de barrera, en
p a rticular el uso de preservativo, a
los fines de prevenir infecciones de
transmisión sexual y VIH/ SIDA. En
casos excepcionales, y cuando el
profesional así lo considere, podrá
p r e s c r i b i r, además, otros métodos de
los autorizados por la Administra-
ción Nacional de Medicamentos,
Alimentos y Tecnología Médica (AN-
M AT) debiendo asistir las personas
menores de Catorce (14) años, con
sus padres o un adulto responsable.

A rt. 5º.- Los organismos involucra-
dos deberán proyectar un plan de
acción conjunta para el desarrollo
de las actividades previstas en la ley,
el que deberá ser aprobado por las
máximas autoridades de cada orga-
n i s m o .

A rt. 6º.- En todos los casos, el méto-
do y/o elemento anticonceptivo
prescripto, una vez que la persona

ha sido suficientemente inform a d a
sobre sus características, riesgos y
eventuales consecuencias, será el
elegido con el consentimiento del in-
teresado, en un todo de acuerdo con
sus convicciones y creencias y en
ejercicio de su derecho personalísi-
mo vinculado a la disposición del
propio cuerpo en las relaciones clíni-
cas, derecho que es innato, vitalicio,
privado e intransferible, sin perjuicio
de lo establecido en el artículo 4º del
presente, sobre las personas meno-
res de edad.

Entiéndase por métodos naturales,
los vinculados a la abstinencia perió-
dica, los cuales deberán ser espe-
cialmente inform a d o s .
La Administración Nacional de Me-
dicamentos, Alimentos y Te c n o l o g í a
Médica (ANMAT) deberá comunicar
al Ministerio de Salud cada SEIS (6)
meses la aprobación y baja de los
métodos y productos anticonceptivos
que reúnan el carácter de reversi-
bles, no abortivos y transitorios.

A rt. 7º.- La Superintendencia de Ser-
vicios de Salud, en el plazo de diez
(10) días contados a partir de la pu-
blicación del presente Decreto, debe-
rá elevar para aprobación por Reso-
lución del Ministerio de Salud, una
propuesta de modificación de la Re-
solución Ministerial Nº 201/02 que
incorpore las previsiones de la Ley
Nº 25.673 y de esta Reglamenta-
c i ó n .
A rt. 8º.- Los Ministerios de Salud, de
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Educación, Ciencia y Tecnología y
de Desarrollo Social deberán reali-
zar campañas de comunicación ma-
sivas al menos UNA (1) vez al año,
para la difusión periódica del Pro-
g r a m a .

A rt. 9º.- El Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología adoptará los
recaudos necesarios a fin de dar
cumplimiento a lo previsto en el art í-
culo 9º de la Ley Nº 25.673.

Art. 10.- Se respetará el derecho de
los objetores de conciencia a ser ex-
ceptuados de su participación en el
Programa Nacional de Salud Sexual y
Procreación RESPONSABLE previa
fundamentación, y lo que se enmarca-
rá en la reglamentación del ejercicio
profesional de cada jurisdicción. Los
objetores de conciencia lo serán tanto
en la actividad pública institucional co-

mo en la privada.

Los centros de salud privados debe-
rán garantizar la atención y la im-
plementación del Programa, pudien-
do derivar a la población a otros
Centros asistenciales, cuando por ra-
zones confesionales, en base a sus
fines institucionales y/o convicciones
de sus titulares, optaren por ser ex-
ceptuados del cumplimiento del art í-
culo 6, inciso b) de la ley que se re-
glamenta, a cuyo fin deberán efec-
tuar la presentación pertinente por
ante las autoridades sanitarias loca-
les, de conformidad a lo indicado en
el primer párrafo de este art í c u l o
cuando corresponda.

A rt. 11.- Sin Reglamentar
A rt. 12.- Sin Reglamentar
A rt. 13.- Sin Reglamentar
A rt. 14.- Sin Reglamentar.
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